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Tema 32. Principios

Sumario: PRINCIPIOS GENERALES: Principio de legalidad. Principio del dere-
cho a la defensa. PRINCIPIOS ESPECÍFICOS: Principios derivados de la LOPA. 
Principios derivados de la LOAP y LSTA.

PRINCIPIOS GENERALES
§1334. Plan — Es necesario proceder a aislar: (i) los grandes principios ge-
nerales que constituyen el entramado básico y la estructura esencial de la 
institución jurídica que es el procedimiento administrativo, los cuales no son 
más que principios generales del Derecho en su proyección procedimental y 
(ii) los principios específicos derivados de la legislación vigente.

A. PRINCIPIO DE LEGALIDAD ADMINISTRATIVA
§1335. Derecho positivo — Como punto de partida se señala que, de acuerdo 
con la jurisprudencia, el principio de legalidad funge como uno de los pilares 
fundamentales para el efectivo mantenimiento del Estado de Derecho (Véase 
Sent. Nº 1744 del TSJ/SC, de fecha 9 de agosto de 2007, RDP Nº 111, p. 122). 
En tal sentido, la Constitución consagra este principio emblemático del Es-
tado de Derecho con carácter general en el art. 137, eiusdem (Véase Sent. Nº 
35 del TSJ/SC, de fecha 18 de febrero de 2000, RDP, p. 99). Para fortalecer la 
noción de Estado de Derecho, inherente al régimen democrático, la Consti-
tución vigente ratifica el principio constitucional de legalidad, con distinto 
alcance y contenido, como límite y condición del ejercicio de las potestades 
públicas por parte de los distintos órganos que ejercen el Poder Público.

En consecuencia, la función pública no puede ser ejercida de manera ar-
bitraria, sino que está limitada por la Constitución y las leyes, y éstas exigen 
que el ejercicio de las potestades administrativas se realice conforme a unas 
formas determinadas o de acuerdo con un procedimiento administrativo 
constitutivo (Véase Sent. de la CSJ/SPA, de fecha 14 de noviembre de 1962). 
Por lo cual, concluimos: la necesidad de respetar el procedimiento adminis-
trativo debido es una exigencia constitucional.

§1336. Concepto — Así las cosas, el primado del Derecho –con mayúsculas– 
es la sumisión no solo a la ley sino también, como también rezan las consti-
tuciones alemana y española, al Derecho. Por tanto, el Derecho (que puede 
coincidir o no con la ley, como distingue la propia Constitución vigente), 
somete plenamente a la entera función de la Administración Pública a la 
totalidad del sistema normativo, a todas las fuentes del Derecho y, por ende, 
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en palabras del Tribunal Supremo de Justicia, la Administración Pública “se 
configura como una Administración que actúa con subordinación plena a 
la Ley y al Derecho, que está sometida, por ello, al control integral del Poder 
Judicial” (Véase Sent. Nº 1632 del TSJ/SC, de fecha 11 de agosto de 2006).

B. PRINCIPIO DEL DERECHO A LA DEFENSA
§1337. Derecho positivo — El Derecho positivo contiene un precepto cuya 
extraordinaria importancia ha sido repetidamente puesta de manifiesto por 
la doctrina nacional (MOLES CAUBET). En tal sentido se pregunta la doctrina 
sobre cuál habría sido la conducta de la jurisdicción administrativa, si nues-
tro Derecho positivo hubiere carecido de un precepto constitucional como 
el señalado, el cual fue puesto de relieve por nuestro Alto Tribunal, bajo la 
vigencia de la Constitución de 1961 (Véase Sent. Nº 18 de la CSJ/SPA, de 
fecha 2 de febrero de 1981, RDP Nº 5, p. 111) precepto que fue reiterado por 
el Art. 49 de la C de 1999 vigente.

§1338. Principio del procedimiento administrativo debido — El principio 
de buena Administración está ligado al modo de desarrollo de la función 
administrativa, al ejercicio de esta. Por tanto, siendo que la función admi-
nistrativa no es otra cosa que una de las manifestaciones del Poder Público 
en ejercicio, el principio de buena Administración, de buen ejercicio de la 
función administrativa, que encuentra uno de sus mecanismos de articula-
ción en la categoría jurídica del procedimiento administrativo.

De ahí que el principio de buena Administración se plasma en la obligación 
jurídica de seguimiento de un procedimiento administrativo adecuado para 
que la decisión pueda ser, efectivamente, la de mejor calidad en su servicio 
al interés público. Pero no de un procedimiento administrativo cualquiera, 
sino del preciso para asegurar la realización del principio constitucional de 
buena Administración, o, en otras palabras, de un procedimiento adminis-
trativo debido.

§1339. Principio de oficialidad — El principio de buena Administración 
que rige a la Administración Pública, obliga a adoptar una posición activa 
en el procedimiento administrativo, eliminando la posibilidad de que los 
administrados dispongan sobre este. De ahí surge que son manifestaciones 
del mismo: (i) la posibilidad de que el procedimiento administrativo pueda 
iniciarse por decisión de la Administración Pública (Art. 48 LOPA) (principio 
de oficiosidad o iniciativa oficial); y (ii) como a que ya se inicie de oficio, ya 
a instancia del interesado, el impulso en todos sus trámites siempre corres-
ponda a la Administración Pública (Arts. 3 y 53 de la LOPA) (principio de 
oficialidad), pudiendo cumplir todas las actuaciones necesarias para el mejor 
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conocimiento del asunto que deba decidir (Véase Sent. de la CPCA, de fecha 
17 de diciembre de 1991, caso Freddy J. Piña, RDP Nº 48, p. 116).

§1340. Principio inquisitivo — De acuerdo con el principio inquisitivo, de 
instrucción o de actuación de oficio, señala la jurisprudencia (Véase Sent. 
Nº 33 del TSJ/SE, de fecha 27 de marzo de 2003, RDP Nº 93-94/95-96, p. 
393), la iniciativa en la tramitación, corrección y eficacia del procedimiento 
administrativo corresponde a la Administración Pública en general.

Con el principio inquisitivo se quiere significar, también, la obtención de 
pruebas y averiguación de hechos efectuados a petición de parte o de oficio 
(Art. 53 de la LOPA). Ello implica que no solo las probanzas deben ser sumi-
nistradas por los interesados, sino que también la Administración Pública 
está interesada en que se dicte la decisión que más se ajuste a los hechos, 
con arreglo a Derecho.

§1341. Principio de Administración eficiente — La LOPA vino a ser el 
primer texto normativo que se ocupó en el país de la racionalización de la 
función administrativa. En efecto, consagró una serie de disposiciones que 
no estaban referidas al procedimiento administrativo en sentido estricto, las 
cuales, por el contrario, están dirigidas a regular los medios conducentes a 
la obtención de una mejora en rendimiento o productividad administrativa, 
lo cual puede catalogarse como lo hace la doctrina española (GÓNZALEZ PÉREZ) 
bajo la rúbrica de principio de Administración eficiente.

§1342. Principio de participación ciudadana — La Constitución de 1999 
consagra como un novedoso derecho fundamental, la participación ciuda-
dana en la formación, ejecución y control de la gestión pública (Véase Sent. 
Nº 1613 del TSJ/SC, de fecha 17 de agosto de 2004, RDP Nº 99-100, p. 137 
y Nº 1399 del TSJ/SC, de fecha 4 de julio de 2007, RDP Nº 111, p. 163). De 
esta manera se consagra, dentro de los derechos políticos, la participación 
ciudadana, desarrollando la norma constitucional el mencionado derecho en 
diversas formas, en especial el derecho de los ciudadanos a intervenir direc-
ta o indirectamente en la gestión pública y existiendo, al mismo tiempo, el 
deber del Estado de velar por el ejercicio efectivo del mismo y, por último, 
estableciéndose como principio rector de la Administración Pública.

En efecto, la Constitución establece varias formas de participación ciudada-
na, permitiendo que los ciudadanos participen de manera activa en la gestión 
pública y en todos aquellos asuntos en donde puedan verse afectados directa 
o indirectamente. Esta participación ciudadana contribuye a la legitimación 
democrática de los actos jurídicos públicos, lo cual resulta imprescindible si 
se considera que el sistema político-institucional está constitucionalmente 
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basado en el principio de separación de poderes. Por lo demás, la participa-
ción ciudadana facilita la aceptación del producto normativo resultante y, 
en consecuencia, su aplicación efectiva.

§1343. Fundamento — La participación ciudadana es un instituto cuya 
finalidad es eliminar o contribuir a eliminar la separación entre el Estado y 
la sociedad; corregir las deficiencias o insuficiencias de la democracia repre-
sentativa; controlar la gestión y la eficacia del aparato administrativo, de ese 
poder llamado Administración Pública.

§1344. Derecho de petición — El derecho de petición aparece consagrado 
en el Art. 51 de la C, Capítulo III, referido a De los Derechos Civiles, al con-
sagrar que toda persona tiene el derecho de representar o dirigir peticiones 
ante cualquier autoridad o funcionario público (Véase Sent. CSJ/SPA, de 
fecha 25 de febrero de 1988, RDP Nº 33, p. 90), sobre los asuntos que sean 
de la competencia de estos y a obtener oportuna y adecuada respuesta, el 
cual debe ser respetado siempre por la Administración Pública, por encima 
de cualesquiera circunstancias que pudieran hacer procedente el rechazo o 
denegación de las pretensiones de las personas.

El derecho constitucional de petición permite dirigir con arreglo a la ley, 
peticiones a los órganos que ejercen el Poder Público, solicitando gracias, 
expresando quejas o poniendo en marcha un procedimiento administrativo 
(Véase Sent. Nº 1286 del TSJ/SC, de fecha 12 de junio de 2002). Con relación 
a la iniciación propiamente dicha, el derecho del administrado se concreta 
en la posibilidad de instar el procedimiento administrativo. Es más, cuan-
do solo pueda iniciarse a instancia del administrado, ello supondrá que la 
Administración Pública no podrá, válidamente, dictar la decisión sin dicho 
presupuesto.

§1345. Clases — El amplio concepto de petición admite una distinción entre: 
(i) las peticiones políticas (derecho de pedir) y (ii) las peticiones administra-
tivas (derecho de instar).

La distinción entre el derecho de instar y el derecho de pedir tiene su base 
en venir regulados uno y otro por normas de distinto carácter; en la diferente 
forma de su ejercicio –aquel, de posible ejercicio colectivo; este de ejercicio 
individual–; en estar abierto aquel a cualquier persona sin distinción y, en 
fin, el producirse uno y otro en diferentes condiciones de inmediación ante 
la autoridad superior y de legitimación.

Finalmente, del Art. 51 de la C se pueden desprender claramente dos 
derechos:
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u El derecho de representar o dirigir peticiones ante las autoridades públicas.

u El derecho de obtener oportuna y adecuada respuesta, el segundo consecuencia 
tanto fáctica como jurídica del primero (Véase Sent. Nº 458 del TSJ/SC, de fecha 
8 de abril de 2005, RDP Nº 101, p. 66).

PRINCIPIOS ESPECÍFICOS 

A. PRINCIPIOS DERIVADOS DE LA LOPA
§1346. Planteamiento — La Exposición de Motivos de la LOPA señala que 
es necesario que la reforma institucional de la Administración Pública se vea 
complementada con la aprobación de una normación que regule los princi-
pios que rijan la actividad de la Administración Pública. Por ello, la LOPA 
enuncia, de manera expresa, con mayor o menor intensidad, los principios 
específicos que le otorgan especial individualidad al procedimiento adminis-
trativo: son normas que consagran principios específicos y fundamentales, 
apoyados en sólida doctrina y generalmente aceptados, propios de una co-
dificación legislativa que analizaremos a continuación. 

§1347. Principio de obligatoriedad — Todos los actos administrativos deben 
ajustarse, para que sean válidos al procedimiento administrativo legalmente 
establecido, esto es, a los trámites, etapas y lapsos prescritos por la ley (Véase 
Sent. Nº 1157 del TSJ/SPA, de fecha 18 de mayo de 2000, RDP Nº 82, p. 428), 
pues los mismos son de cumplimiento obligatorio para la Administración 
Pública.

§1348. Principio de orden público — En cuanto forman parte del Derecho 
administrativo, las normas reguladoras del procedimiento administrativo son 
de naturaleza propiamente administrativa. En consecuencia, son de Derecho 
público y, por tanto, imperativas, ius cogens (normas taxativas). No tienen el 
carácter de ius dispositivum (normas dispositivas o supletorias).

En este orden de ideas, la doctrina española (GONZÁLEZ PÉREZ) y la jurispru-
dencia nacional (Véase Sents. de la CSJ/SPA, de fecha 24 de marzo de 1981, 
RDP Nº 6, p. 127; y 9 de julio de 1981, RDP Nº 8, p. 101; CPCA, de fecha 
10 de diciembre de 1987), coinciden en sostener que las normas de proce-
dimiento administrativo, cauce necesario para la producción de los actos 
administrativos, no solo se elevan a condición de validez de estos, sino que 
gozan también de la condición de “orden público”.

§1349. Principio de exclusividad — Con este principio se quiere significar 
la voluntad legal de que solo los procedimientos administrativos precep-
tuados serán los únicos válidos y admisibles para enmarcar la actuación 
administrativa (Véase Sent. de la CSJ/SPA, de fecha 3 de abril de 1984, RDP 
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Nº 18, p. 155), no siendo aceptable que se pueda recurrir a otros distintos, 
previstos en otras normas o arbitrados directamente por los propios órganos 
y entes administrativos, pues son las normas relativas de la LOPA las que 
deben aplicarse a los típicos procedimientos administrativos (Véase Sent. de 
la CPCA, de fecha 23 de enero de 1985, RDP Nº 21, p. 131; y de la CPCA, de 
fecha 27 de abril de 2000, RDP Nº 82, p. 385).

§1350. Principio de extensión — En virtud del principio de extensión o 
supletoriedad, aun respecto de los órganos públicos excluidos del ámbito 
subjetivo de aplicación de la LOPA, progresivamente se va produciendo, hasta 
donde sea posible, la aplicación de las normas comunes del procedimiento 
administrativo, ya por remisión directa, ya por la sanción de regímenes pro-
pios inspirados por aquellas normas.

En todo caso, debe perseguirse, si no de manera directa, al menos, por vía 
indirecta, el mantenimiento de los principios de generalidad y exclusividad, 
puesto que si bien no es formalmente aplicable, materialmente mantiene 
su imperatividad, como resultado de un proceso de absorción de aquellos, 
pues conforman un principio básico del Derecho público (Véase Sent. de la 
CSJ/SPA, de fecha 23 de mayo de 1985, caso Clemencia M. Rodríguez, RDP 
Nº 14, p. 127).

§1351. Principio de instrumentalidad — La doctrina administrativa tradi-
cional ha puesto de manifiesto el principio de instrumentalidad del procedi-
miento administrativo, con lo que se quiere significar que nunca es un fin en 
sí mismo, sino instrumento, cauce para alcanzar un fin, o como lo destaca la 
doctrina italiana (FRAGOLA) al afirmar que, el procedimiento administrativo 
es una combinación de actos administrativos preparatorios y preordenados 
para la determinación de los efectos finales; es, se concluye, un camino de 
formación del acto administrativo. 

 Lo que importa es el fin al cual sirve el procedimiento administrativo, 
ya que aquel tiene razón de ser por la existencia de este. Sin embargo, el 
procedimiento administrativo ya no sería simple instrumento destinado a 
contribuir en que la exteriorización de la voluntad administrativa se haga 
válida, es decir, no son fines en sí mismos sino canales a través de los cuales 
son dictados los actos administrativos (Véase Sent. Nº 1698 del TSJ/SPA, de 
fecha 6 de julio de 2000, RDP Nº 83, p. 238).

§1352. Principio de economía procedimental — El Título II de la LOPA 
comienza por un Capítulo I dedicado a las disposiciones generales que deben 
presidir la función administrativa, con lo cual se estima que las garantías 
jurídicas no pasan de ser protecciones formales, si a la vez no se eliminan 



461Principios

las demoras y retrasos, molestias innecesarias, excesivo costo e ineficacia 
en los servicios, la reproducción de actos ya realizados, lo cual redunda en 
perjuicio tanto del administrado como del prestigio de la propia Adminis-
tración Pública.

Lo anterior explica que el Art. 30 de la LOPA establezca unos principios 
básicos, que han de servir de orientación y criterio interpretativo de todas 
las normas del procedimiento administrativo. La función administrativa, que 
consagra el Ordenamiento positivo, se desarrollará con arreglo a principios 
cardinales siguientes: de economía, eficacia, celeridad, imparcialidad (art. 10 
de la LOAP), y también de buena fe: simplicidad, transparencia y desconcen-
tración en la toma de decisiones (art. 5 de la LSTA).

Así, la LOPA proclama varios principios de actuación muy concretos que 
se explican de la siguiente manera.

u Economía: la función administrativa resulta económica si es uniforme, simple y 
productiva; 

u Celeridad: la función administrativa resulta rápida si existe agilidad, brevedad y 
si no hay un excesivo apego al formalismo. 

u Eficacia: la función administrativa resulta eficaz si obra ejecutivamente, con 
publicidad y congruencia.

§1353. Principio de conservación del acto — El Derecho administrativo 
propende a conservar la eficacia de los actos administrativos, lo cual se 
conoce como principio de conservación del acto según la doctrina española 
(GARRIDO FALLA); con el que se quiere aludir, indistintamente, al criterio de 
favor administrationis, favor acti o conservatio acti según el cual, si un acto 
administrativo admite varias interpretaciones, de las que una implique la 
ineficacia total o parcial, ha de preferirse aquella que evite tal ineficacia o 
comporte su validez parcial en lugar de la total: convalidación, ratificación y 
enmienda de errores materiales o de hechos; y también las manifestaciones 
de la regla de derecho inutile per inutile non viciatur.

Así, dentro de la normativa procedimental se distinguen una serie de 
técnicas de las que se desprende el principio de conservación del acto que 
recogen las figuras de la anulabilidad –no nulidad– de los actos como regla 
general (Art. 20 de la LOPA); la conversión del acto (Art. 21 de la LOPA); la 
convalidación de los actos anulables (Art. 81, de la LOPA); la rectificación 
de los errores materiales o de cálculo (Art. 84 de la LOPA); y la legitimación 
del despacho subsanador (Arts. 5, 45, 50 de la LOPA).
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§1354. Principio de la doble instancia administrativa — La regulación pro-
cedimental, siguiendo la corriente postuladora de la reducción del número 
de instancias, elimina la cadena de recursos a lo largo de la jerarquía admi-
nistrativa (Véase Sent. de la CSJ/SPA, de fecha 22 de noviembre de 1973), 
y contra la decisión de un funcionario público subalterno que, en cualquier 
nivel niegue la reconsideración, se puede intentar en vía administrativa el 
recurso jerárquico, por ante quien tiene la superior jerarquía del organismo 
respectivo (Arts. 95 y 96 de la LOPA).

Este principio de la doble instancia administrativa o doble grado de cono-
cimiento es también criterio aplicable a la denominada jerarquía impropia, 
como garantía del administrado frente a la actuación de la Administración 
Pública (Véase Sent. de la CPCA, de fecha 23 de mayo de 2000, RDP Nº 82, 
p. 207).

§1355. Principio de simplicidad administrativa — El procedimiento ad-
ministrativo debe ser simple, sencillo y directo; debe alcanzar su objeto 
sin necesidad de exigir recaudos que resultan excesivos o innecesarios; sin 
complicación que trabe el procedimiento y sin las inútiles dilaciones que 
ellas acarrean.

La LOPA, la LSTA y la LOAP contienen numerosas disposiciones tendien-
tes a obtener una economía y celeridad del procedimiento administrativo, 
mediante la consagración de los principios y bases para la simplificación o 
simplicidad de los trámites –diligencias, actuaciones o gestiones– correspon-
dientes que realicen los administrados ante las Administraciones Públicas 
para la resolución de un asunto determinado (Exposición de Motivos de la 
LSTA). Tal es el caso de la implantación progresiva de las tecnologías; reduc-
ción al mínimo de datos e informes, etc.

§1356. Principio de concentración — El procedimiento administrativo se 
inspira en el principio procesal denominado principio de concentración 
(trámites y diligencias) por el cual se procura aproximar los actos procedi-
mentales unos a otros, concentrando los que se encuentren dispersos, en un 
breve lapso su realización. En tal sentido, el órgano competente sustanciará 
el procedimiento administrativo tendiendo a proveer en una sola decisión, 
todos los trámites que por su naturaleza admitan impulsión simultánea y 
concentrada, de todas las diligencias y medios de pruebas pertinentes.

Por su parte, el Art. 6, num. 3 de la LSTA dispone la concentración de los 
trámites que se encuentren dispersos, evitando la repetición de un mismo 
trámite en diversas entidades. A tal fin, se hace necesario aumentar el nú-
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mero de entidades beneficiarias de un mismo trámite y reducir el cúmulo 
de exigencias para la persona.

§1357. Principio antiformalista — Alude a la idea de un alejamiento respecto 
de todo formulismo, como del llamado principio de informalidad administra-
tiva, y que acertadamente recoge la legislación procedimental en los siguien-
tes casos: (i) la posibilidad de efectuar alegaciones en cualquier momento 
del procedimiento administrativo (Art. 32 de la LOPA); (ii) la posibilidad de 
utilizar cualquier medio de prueba o principio de flexibilidad probatoria, 
pues no opera la preclusividad de los lapsos procesales con la rigurosidad 
del proceso judicial (Art. 58 de la LOPA) (Véase Sent. Nº 2673 del TSJ/SPA, 
de fecha 28 de noviembre de 2006, RDP Nº 108, p. 157); (iii) el principio 
de no preclusividad o no establecimiento de una articulación de fases con 
sucesión preclusiva (Arts. 23 y 60 de la LOPA); (iv) la intrascendencia de los 
errores en la calificación de los recursos (Art. 86 de la LOPA); y por último 
(v) el principio del logro del fin.

§1358. Principio de unidad del expediente administrativo — El expedien-
te administrativo es la recopilación de todos los documentos relativos a la 
sustanciación de un procedimiento administrativo determinado y debe con-
tener, por consiguiente, los documentos pertinentes que se van presentando 
y la sucesión de las actuaciones tanto de la Administración Pública como la 
de los interesados, hasta la decisión final.

A su vez, se descompone en los principios siguientes: (i) principio de ne-
cesidad; (ii) principio de uniformidad y (iii) principio de acumulación.

§1359. Principio de necesidad — La LOPA prescribe, ante todo, que de cada 
asunto se formará expediente y se mantendrá desde el inicio del procedi-
miento administrativo la unidad de este (Véase Sent. de la CPCA, de fecha 21 
de marzo de 1985, caso Meleyda C. de Martínez, RDP Nº 22, p. 159), aunque 
deban intervenir en el procedimiento administrativo distintos organismos 
con facultades decisorias (Art. 31 de la LOPA).

Por su parte, el Art. 51 de la LOPA, establece que “iniciado el procedimiento 
se procederá a abrir expediente en el cual se recogerá toda la tramitación a 
que dé lugar el asunto”.

§1360. Principio de uniformidad — La LOPA prescribe también la norma-
lización de los documentos y expedientes, esto es, habrán de ser objeto de 
uniformidad, para que en su conformación cada serie o tipo de los mismos 
obedezca a iguales características y formato (Art. 32 de la LOPA).



464 José Araujo-Juárez

Las características de uniformidad se refieren, sobre todo, a los datos mí-
nimos que debe contener cualquier tipo de expediente administrativo: (i) los 
índices de contenido que deberá poseer; (ii) las dimensiones físicas similares; 
(iii) la calidad del material utilizado y, finalmente, (iv) los sistemas de manejo 
y conservación que garanticen la integridad del expediente administrativo.

§1361. Principio de acumulación — Finalmente, se ocupa igualmente la 
LOPA de la acumulación de varios expedientes administrativos en una misma 
unidad administrativa, cuando exista conexión entre los mismos, la cual es 
admitida expresamente no solo al iniciarse el procedimiento administrativo, 
sino también con posterioridad, siempre que se den los requisitos estableci-
dos en el Art. 52 de la LOPA.

B. PRINCIPIOS DERIVADOS DE LA LOAP Y LA LSTA
§1362. Derecho positivo — El Art. 10 de la LOAP tiene por objeto determinar 
los principios, bases y lineamientos que rigen la organización y el funciona-
miento de la Administración Pública, dentro de los cuales se establecen los 
principios de economía, celeridad, simplicidad, rendición de cuentas, eficacia, 
eficiencia, proporcionalidad, oportunidad, objetividad, imparcialidad, partici-
pación, honestidad, accesibilidad, uniformidad, modernidad, transparencia, 
buena fe, paralelismo de la forma y responsabilidad en el ejercicio de la mis-
ma (Art. 1, eiusdem, luego desarrollados dichos principios en los Arts. 12, 19, 
20, 21, 22, eiusdem, en concordancia con el Art. 141 de la C).

§1363. Principio de objetividad — La función administrativa debe ser de-
sarrollada de modo objetivo. De este principio de objetividad se deriva que 
la Administración Pública, antes de decidir, investigue, conozca y tome en 
consideración todos aquellos datos relevantes. A tal fin, el procedimiento 
administrativo se revela como un instrumento especialmente útil, sobre todo 
en la fase de sustanciación que se materializa en el expediente administrativo, 
se constituye en el escenario dinámico donde los hechos e intereses, públi-
cos y privados, envueltos deben ser tomados en consideración, a los fines 
de adoptar la decisión, desde el punto de vista de la calidad, más adecuada 
al interés público.

En este orden de ideas, el Art. 10 de la LOAP reconoce este principio 
capital de la entera actuación de la Administración Pública. A pesar de la 
aparente simplicidad del término y de su entendimiento usual y corriente, su 
traslación al campo jurídico y, en especial, al procedimiento administrativo, 
requiere de una cuidadosa exégesis que delimite la dimensión y alcance del 
mencionado principio.
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§1364. Principio de imparcialidad — Un principio general de Derecho exige 
las garantías de independencia e imparcialidad, en quienes tienen la compe-
tencia para dictar un acto administrativo que pueda, eventualmente, lesionar 
los derechos e intereses morales o materiales del administrado. 

Así como uno de los presupuestos de actuación del órgano o ente público 
es la competencia, la garantía de actuación del titular es el respeto al prin-
cipio de imparcialidad (Véase Sent. de la CPCA, de fecha 21 de octubre de 
1985, RDP Nº 24, p. 127), si bien se admite que tal noción no tiene el sentido 
corriente, pues lo característico de la Administración Pública es tener a su 
cargo un interés público que debe atender (Véase Sent. de la CPCA, de fecha 
6 de mayo de 1994, caso Varios, RDP Nº 57/58, p. 222).

§1365. Perspectivas — Por último, el principio de imparcialidad puede 
ser analizado desde dos perspectivas: (i) la institucional; y (ii) la personal o 
subjetiva.

En el primer caso, está relacionada con la regulación de la función pública, 
ya con relación a la selección de los funcionarios públicos entre aquellos que 
acrediten la mejor aptitud técnica y profesional, pues de conformidad con el 
Art. 145, de la C, solo están al servicio del Estado.

En conexión con este aspecto institucional, tiene el principio de impar-
cialidad otra vertiente denominada personal o subjetiva, relacionada con la 
actividad específica desplegada por los funcionarios públicos. Esta aparece 
concertada con el principio de igualdad y no discriminación de los admi-
nistrados ante la ley; en este último sentido, la imparcialidad está dirigida a 
cada funcionario público, y le impone la prohibición de otorgar preferencias 
o disfavores, a unas u otros administrados.

§1366. Principio de protección de confianza legítima — El principio de 
protección de la confianza legítima o expectativa plausible, como figura au-
tónoma e independiente dentro del Derecho administrativo, ha sido objeto 
de análisis por parte del Derecho positivo y de Derecho comparado. Por su 
parte, el TSJ/SPA sostiene que el principio de confianza legítima es conoci-
do también como el principio de buena fe, el cual aparece como uno de los 
principios generales que sirven de fundamento al Ordenamiento jurídico, 
informan la labor interpretativa y constituyen instrumento decisivo de in-
tegración de la labor hermenéutica del Derecho.

El origen inmediato del principio de protección de la confianza legítima 
tiene origen en el Derecho alemán, donde posee rango constitucional, deri-
vado del principio de seguridad jurídica (GARCÍA DE ENTERRÍA). Asimismo, la 
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doctrina ha tratado de fundamentarla, a su vez, en los principios del Estado 
de Derecho, buena fe, seguridad jurídica, los derechos fundamentales, la 
equidad o la justicia natural.

Por su parte, la jurisprudencia (Véase Sent. Nº 1095 de la CPCA, de fe-
cha 9 de agosto de 2000, RDP Nº 83, p. 228) sostiene que este es uno de los 
principios más significativos de la legislación venezolana, y que debe estar 
combinado con el principio de legalidad de la función administrativa.

En lo que respecta a su naturaleza, el TSJ (Véase Sent. Nº 98 del TSJ/SE, 
de fecha 1 de agosto de 2001, RDP Nº 85-88, p. 232) esboza algunas conside-
raciones sobre el mismo, y a tal efecto menciona a un sector de la doctrina 
que sostiene que este ostenta un carácter autónomo, mientras que para otro 
se limita a ser una variante del principio de la buena fe que, en general, debe 
inspirar las relaciones jurídicas, incluidas aquellas en las que intervengan una 
o varias autoridades públicas. Por su parte, tanto el TSJ/SC (Véase Sent. Nº 
442 del TSJ/SC, de fecha 23 de marzo de 2004, RDP Nº 97-98, p. 307) como 
el TSJ/SPA (Véase Sent. Nº 87 del TSJ/SPA, de fecha 11 de febrero de 2004, 
Nº 97-98, p. 188; y Nº 87 del TSJ/SPA, de fecha 11 de febrero de 200, RDP 
Nº 97-98, p. 306) los equiparan.

§1367. Principio de la buena fe — El principio de la buena fe aparece como 
uno de los que sirven de fundamento al Ordenamiento jurídico, informan 
la labor interpretativa y constituyen decisivo instrumento de integración 
(GONZÁLEZ PÉREZ). Como tal, por su propia naturaleza, existe con indepen-
dencia de su consagración en una norma jurídica positiva. Es por ello que 
su consagración en el Derecho positivo no supone que pierda su carácter.

El art. 10 de la LOAP consagra que la actividad de la Administración Públi-
ca se desarrollará con base, entre otros principios, el principio de la buena fe. 
Por su parte, la Exposición de Motivos de la LSTA sostiene que en el Capítulo 
II del Título III, referente a la presunción de buena fe, se regula un principio 
clave en esta materia, el cual está orientado a cambiar el paradigma que ha 
regido la relaciones de las personas con la Administración Pública, que con-
sistía en presumir la mala fe en la actuación de la persona, salvo prueba en 
contrario. Para corregir esta situación, la LSTA parte de la presunción de la 
buena fe, en virtud de la cual en todas las actuaciones que se realicen ante 
la Administración Pública, se debe tener como cierta la declaración de las 
personas, salvo prueba en contrario.

En este sentido, la LSTA busca suprimir los documentos y requisitos que 
puedan sustituirse por declaraciones juradas hechas por el interesado o un 
representante suyo con carta-poder (Art. 24) y, en general, se prevé una serie 
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de acciones concretas para la implantación de dicho principio, tales como 
la no exigencia de: requisitos acreditados (Art. 29), comprobantes de pago 
(Art. 30) y solvencias (Art. 31).

§1368. Principio de transparencia — La doctrina sostiene que uno de los 
grandes retos del Estado de Derecho, en cuanto a las relaciones entre la Admi-
nistración Pública y las personas, es la sustitución del secreto administrativo 
por el principio contrario, el de la transparencia de la función administrativa 
(Arts. 10 de la LOAP y 5 de la LSTA).

§1369. Principio de paralelismo de la forma — El principio de paralelismo 
de la forma ha sido tradicionalmente admitido por la doctrina (DE LAUBADÉRE) 
y la jurisprudencia francesas (Véase CE, de fecha 27 de enero de 1956, Sté. de 
la Maison des etudiants du Maroc, Leb., p. 41), y hace referencia a los actos 
administrativos cuyo objeto es revocar un acto administrativo anterior y de 
donde deriva la expresión “acto contrario”.

Ahora, el paralelismo de la forma y de procedimiento solo se impone si los 
caracteres que han conducido al legislador a consagrar formas particulares al 
acto inicial valen igualmente para el acto contrario (Sent. de la CE, de fecha 
10 de abril de 1959, caso Fourré-Cormeray, D, 1959, p. 210; y CE, de fecha 
17 de marzo de 1972, caso Dame Figaroli, AJDA, p. 213; y CPCA, de fecha 10 
de octubre de 2002, caso Oscar Orlando Becerra vs. Contraloría General del 
Estado Lara). Es por ello que, la modificación del acto administrativo, aun 
cuando no esté regulada expresamente, debe seguir las mismas formas y 
formalidades prescritas para el acto inicial.

§1370. Derecho positivo — En el Derecho positivo, el mencionado principio 
adquiere consagración legal en el art. 10 de la LOAP cuando señala que la 
actividad administrativa se rige, entre otros principios, por el denominado 
paralelismo de la forma, si bien la jurisprudencia, de manera errónea, lo 
confunde con el principio de paralelismo de la competencia (Sent. del TSJ/
SPA, de fecha 27 de septiembre de 2006, caso Miriam Mercedes Rondón 
Gómez de Da Silva; y TSJ/SC, de fecha 20 de diciembre de 2007, caso Doris 
Isabel Gandica Andrade).
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